El segundo expolio de bienes de desaparecidos en la megacausa ESMA

Estafa: Pedir o sacar dineros o cosas de valor con artificios y engaños, y con animo de no pagar. Cometer alguno de los delitos que se caracterizan por el lucro como fin y el engaño o abuso de confianza como medio, 

Diccionario de la Lengua Española, Real Academia Española, Vigesima Edición, 1984. 

La elevación a juicio oral del sumario por el robo de bienes en la ESMA que reclama uno de los hijos del desaparecido Conrado Gómez, ha sido resuelto por el juez de instrucción federal, con fecha 10 de marzo de 2010, en texto cuya copia se adjunta. El pedido de mandar la causa a juicio oral habría sido solicitado por Federico Gómez, hijo de Conrado Gómez, con aparente respaldo del fiscal federal.

El escrito cita elementos documentales y testimoniales reunidos en el expediente, anunciando que los propietarios de los bienes objeto de investigación, fueron los desaparecidos Victorio Cerutti, Omar Raúl Masera Pincolini (con una “s”) y Horacio Mario Palma, secuestrados entre el 11 y 12 de enero de 1977 y vistos después en la ESMA, luego definitivamente desaparecidos. 

Estas tres personas eran dueñas de tierras en Mendoza por un valor que ascendería a 20 millones de dólares, cuya titularidad ostentaba la sociedad Cerro Largo SA.

La resolución del juez manifiesta que Victorio Cerutti tenía el cargo de Vicepresidente de Cerro Largo SA, hasta el 31 de diciembre de 1976, pocos días antes de su desaparición el 12 de enero de 1977 (página 2).

El juez agrega que Omar Raúl Masera Pincolini (con una “s”), era gerente de Cerro Largo SA, cuya esposa, María Beatriz Cerutti (hija del Victorio Cerutti antes citado), fue obligada por los secuestradores “a entregar la documentación obrante en su poder que tuviera relación con la mencionada sociedad” (página 3).    

El juez añade que Horacio Mario Palma era “accionista” de Cerro Largo SA, y su Presidente. Precisa que la compañía “tenía como sede social el domicilio de las oficinas de Palma en la Calle Perú 743 piso 11, of 66” de Buenos Aires (página 3).

El juez termina los considerandos de su pronunciamiento advirtiendo que desde la ESMA, los apropiadores de Cerro Largo SA, le cambiaron el nombre por el del Will Ri SA, pasando a ser propietarios “oficiales de la Armada”, utilizando nombres falsos. Con posterioridad, Will Ri SA “fue traspasada a la sociedad Misa Chico SA, cuyos accionistas eran –entre otros- Eduardo Enrique y Carlos Massera (hijo de Emilio Eduardo Massera” (pagina 5).

A continuación, en su “valoración probatoria” y al volver sobre los casos de Victorio Cerutti y Omar Massera Pincolini (ahora con dos “s”) el juez da pormenores del surgimiento de Cerro Largo SA. Sostiene que nació del vínculo profesional entre Cerutti, empresario, y Palma, contador. Afirma que los terrenos de dicha sociedad pertenecieron originariamente a Victorio Cerutti, el cual vendió una parcela a Horacio Palma, quien “solamente pagó una parte del precio, adeudando el resto”, deuda que quedó sin efecto por el secuestro de ambos en enero de 1977. El documento subraya que Palma y Cerutti se repartian los puestos de Presidente y Vicepresidente de la sociedad en cuestión (páginas 10 a 13).

El juez concluye que los secuestros de Palma, Masera Pincolini y Cerutti, permitió a los represores de la ESMA apropiarse de tierras en Chacras de Coria, Mendoza, de las que era titular Cerro Largo SA, “empresa que era dueña de varias hectáreas de terreno en la localidad de Chacras de Coria que eran muy valiosas, y cuyo loteo se había finalizado como para poder venderlas como emprendimiento comercial” (páginas 19 y 20).

Siguiendo el relato del juez se introduce a continuación el caso de Conrado Gómez. Sin fundamento objetivo alguno se lo equipararía con los de Palma, Masera Pincolini y Cerutti en cuanto a participar en Cerro Largo SA. Por ende, se le otorgaría un indeterminado grado de propiedad en los terrenos de Chacras de Coria. Hasta la página 20 de la resolución, Conrado Gómez solo había sido mencionado como una persona secuestrada en la ESMA con antelación a Cerutti, Palma y Masera Pincolini.

Pero en el ante último párrafo de la página 20, el juez desliza, aludiendo a los militares imputados en los secuestros perpetrados desde la ESMA para materializar el despojo, que “algunas de esas actividades fueron desarrolladas en los resolutorios en los cuales dispuso el procesamiento de los aquí imputados y de otros más, cuando se fundamentó la extorsión de la que fueron víctimas tanto Conrado Gómez como Victorio Cerutti” (las negritas son del autor).

A párrafo seguido, al fin de la página 20 y en el comienzo de la 21, el juez  plantea que “esas actividades extorsivas no se limitaron a esos dos socios (esto es, Cerutti y Gómez) sino que se hicieron extensivas a aquellas otras dos personas que también tenían participación accionaria en Cerro Largo SA: Horacio Palma y Omar Masera Pincolini”.

De esta manera, sin ofrecer prueba material, documental o testimonial, el juez le adjudicaría inesperadamente a Gómez el carácter de socio de Cerutti, y le concedería de inmediato una participación accionaria en Cerro Largo SA, relacionándolo abruptamente también con Palma y Masera Pincolini. Con este recurso de redacción el juez alteraría la verdad. Por esa circunstancia incurriría en la comisión de infracciones que correspondería en su ocasión determinar a las autoridades competentes. 

Parecería que a través de una causa judicial penal se estarían dispensando derechos de propiedad a quien no los habría tenido. Se le reconocería propiedad sobre apócrifos bienes de su padre a Federico Gómez. Este último reclamaría con legitimidad esclarecer la desaparición de Conrado Gómez, pero al propio tiempo pretendería, en apariencia injustificadamente, la participación de su padre en la propiedad de bienes de Cerro Largo SA, participación que nunca habría existido, porque no se lo prueba en la resolución aludida en este momento, pues en derecho, lo que no figura en autos no existe (Baltasar Garzón dixit). Un proverbio del derecho escrito reza que “lo que no está en el expediente no está en el mundo”.    

A diferencia de lo expuesto previamente respecto a Cerutti, Palma y Masera Pincolini sobre las responsabilidades que ejercían en la empresa Cerro Largo SA, el juez se sometería a las aspiraciones de Gómez, alegaciones que tendrían el asentimiento del fiscal. ¿Lo habrían hecho por ignorancia o cediendo a presiones del hijo de un desaparecido, para no aparecer negándole un pedido? No se sabe y no es tarea de quien escribe esta cronica periodistica determinarlo ni insinuarlo. Lo sabido es que los dos magistrados habrían dispuesto que una persona fue propietaria de un bien, cuando eso no sería cierto, porque si lo hubiera sido se lo probaría en la resolución judicial aquí puesta en crisis, como sí lo hizo dicho pronunciamiento para con Cerutti, Masera Pincolini y Palma en los párrafos que se vienen de analizar. 

Es conveniente preguntarse desde ya, ¿que tendrían que ver estos temas, que enmascararían elucubraciones alrededor de dinero que podría devengarse de hipotéticas y futuras indemnizaciones ligadas al despojo de bienes arrebatados por el régimen militar 1976-1983, con el derecho a verdad, que anima a los organismos de derechos humanos y a las víctimas y familiares de los detenidos-desaparecidos durante la dictadura para determinar lo sucedido? No hay que olvidar que se trata del derecho a la verdad, que la diplomacia argentina quiere que la comunidad internacional adopte como un derecho autonomo e independiente en materia de derechos humanos.

La asignación al hijo de Conrado Gómez de bienes que no estaría probado que pertenecieran a su padre contamina toda la causa. Lo grave es que, con toda seguridad, los abogados defensores de los represores detectararán esta anomalía, resultando evidente el riesgo que pedirán la anulación de todas las actuaciones, no sólo las relativas a la irrupción de Gómez en los bienes de otras tres personas. 

Al plegarse sin razón ni prueba a la demanda de un hijo de un desaparecido, el juez y el fiscal convalidarían declaraciones presuntamente falsas en una causa de violación de los derechos humanos. Con este acto se pondría en tela de juicio la conducta irreprochable de los sobrevivientes de los centros clandestinos de detención, quienes siempre han testimoniado a la luz de la verdad. También se empañaría la incansable lucha de la Organización No Gubernamental HIJOS por depurar lo acontecido con sus progenitores asesinados o desaparecidos, un combate por la verdad y por la justicia, sin nexo con disputas o codicias materiales.        

A tal punto es incomprensible la actuación del juez en la presente resolución, que al describir en página 21 el desapoderamiento de las tierras de Cerro Largo SA en favor de los represores de la ESMA, inserta una escritura de venta de terrenos firmada por Omar Masera Pincolini durante su cautiverio. Ello reafirma la posición del citado como gerente de la mencionada sociedad dueña de los mismos, sin que aparezca el nombre de Conrado Gómez, quien según podría deducirse de acuerdo a lo difundido por vía de prensa, o de lo que pudiera extraerse de la literatura periodística a lo largo de varios años, habría sido, o supuesto abogado, o presunto representante de la empresa, es decir quizás un empleado, tal vez una persona que prestaba el servicio de abogado a la empresa, sin que ello signifique, por supuesto, que paralelamente fuera socio, dueño o copropietario de la compañía y de sus bienes.

Tanto es así, que para operar el cambio de titularidad de Cerro Largo SA y transferir los terrenos de Chacras de Coria a las sociedades instrumentales creadas por los represores de la ESMA, como se ha visto, a su vez el juez revela, en páginas 20, 21 y 22, que los que usurparon la propiedad de los bienes sujetos de investigación, debieron obtener la documentación que estaba en posesión de María Beatriz Cerutti, esposa de Masera Pincolini, gerente de la empresa. O sea que Gómez, si fue abogado o empleado de la misma, no habría tenido los papeles de esta sociedad, y sería impensable que pudo haberlos entregado a sus captores en la ESMA, imposible por más que hubiera sido violentado a ello.

Tampoco Gómez habría tenido un poder para actuar en nombre de la empresa. El juez exhuma lo que debió probablemente recoger en lo que atestan los órganos de control del Estado sobre bienes, que Horacio Palma, Presidente del directorio de Cerro Largo SA, en cuyo despacho de contador en Buenos Aires, ubicado en  la Oficina 66 en Perú 743, estaba asentada la “sede social” de la citada empresa, otorgó un poder a Juan Carlos Cerutti, hijo de Victorio Cerutti.       

Vale decir que el abogado Conrado Gómez no habría tenido tampoco un poder para actuar en nombre de Cerro Largo SA., lo cual riñe con la información antes consignada que pudo haber sido abogado o representante legal de la empresa.  Si Gómez hubiera tenido ese poder, imprescindible para accionar como abogado en nombre de una sociedad, el juez debería haberlo hecho conocer, como lo hizo para con el poder recibido por Juan Carlos Cerutti. 

Cabe acotar aquí que las oficinas de Gómez en Buenos Aires, en la Avenida Santa Fe 1713, donde lo secuestraron el 9 de enero de 1977, no eran las de Cerro Largo SA, que sí eran las del estudio contable de Horacio Palma, en Perú 743, asimismo de Buenos Aires, como se hiciera incapié.

Sobre la base de la supuesta tergiversación objetiva efectuada por el juez que se viene de poner en evidencia, en página 26, el magistrado establece que Gómez formó parte, y en primer lugar, de la sociedad comercial Cerro Largo SA junto a Horacio Palma, Victorio Cerutti y Masera Pincolini, los tres en segundo lugar, pese a que en la misma página, renglones más abajo, al hablar de bienes muebles e inmuebles en concreto de Cerro Largo SA que fueran desapoderados y traspasados a los represores de la ESMA, no cita a Gómez como perjudicado, pero sí lo hace con Cerutti, Palma y Masera Pincolini.

Consumando el apartamiento de la verdad que estaría probada en autos, en página 27 el juez haría suyos los contenidos de los testimonios atribuidos a Alejandro Martín Tarabelli, José Ignacio Serra, Josefina Miranda y María Victoria Gómez de Erice, todos familiares y allegados de Federico Gómez, arrogandose sin pruebas que su padre, Conrado Gómez, “junto a sus socios Horacio Palma, Victorio Cerutti y Omar Masera Pincolini poseían distintos grados de participación en la sociedad Cerro Largo SA., habiendo sido despojados de las tierras de Chacras de Coria”, sin que se especifique cual es el “grado de participación” de Gómez en la empresa, a diferencia de la participación de los otros tres desaparecidos, sobre los que el juez se explicara oportunamente como se ha podido ver precedentemente.

Reforzando indicios ficticios que Gómez tuvo algún “grado de participación” en Cerro Largo SA, en página 27, el juez volvería a materializar una construcción imaginaria, mediante un relato que carecería de todo fundamento expresado y documentado. Hace primero público lo que debió recabar de los órganos competentes del Estado, desgranando cómo se constituyó Cerro Largo SA, inicialmente con 16 hectáreas correspondientes a la liquidación de la sociedad Bodegas y Viñedos Cerutti SA, adquiridas en 1974 por Horacio Palma, y posteriormente con la adquisición del “remanente de 9 hectareas aproximadamente”, en 1975, por la cual “Cerro Largo SACIA abonaría la suma de tres millones de pesos el 31 de diciembre de 1976”, pero en segundo término abunda con que esa deuda no fue abonada “al momento en que se produjeron los secuestros de Conrado Gómez, Victorio Cerutti, Horacio Palma y Omar Masera Pincolini”, como si Gómez, por el hecho de haber sido secuestrado como tantos miles de otros en la ESMA, habría tenido involucramiento con la transacción por la que se generara esa deuda entre Palma y Cerro Largo SA, de la que no se aporta prueba que Gómez formaba parte. No se aporta prueba porque no existiría, pese los esfuerzos de hacer creer lo contrario a través de las exigencias de Federico Gómez, que habrían sido avaladas por el fiscal y por el juez. 

A tal extremo los terrenos de Chacras de Coria pertenecían a Cerutti y no a Gómez, que el juez lo admite implícitamente al describir la actividad represora de los genocidas de la ESMA para cambiar solapadamente la titularidad de esas tierras. En página 28 se rinde cuenta de la aparición en el directorio de Cerro Largo SA de dos personas que, con identidades de fantasía, simularon ejecutar regularmente la compra de esos terrenos, recalcando que para llevarlo a cabo hicieron firmar en cautiverio a Cerutti, no a Gómez, “un formal recibo de pago”. Explícitamente, el juez asegura que Omar Masera Pincolini y Horacio Palma no fueron “conminados a firmar documentos susceptibles de producir efectos jurídicos” (paginas 30 y 31).  De Gómez no dice absolutamente nada. Si no se lo dice es porque Gómez tampoco habría firmado ningún papel de esa envergadura. Quien solo firmó papeles de esa calidad en la ESMA fue Cerutti, sin duda.

En su calificación legal, de la pagina 33 hasta el final de la resolución en página 39, el juez desarrolla su convencimiento que las detenciones por obra de los genocidas de la ESMA de Palma, Cerutti y Masera Pincolini, estuvieron relacionadas entre ellas, sin aludir a Gómez. El juez concluye sobre la responsabilidad de los acusados (Acosta, Radice, García Velasco, González Menotti, Rolón y Cavallo) en lo concerniente a las desapariciones de Palma, Cerutti y Massera Pincolini, sin citar a Gómez, pero deja plantado en el pronunciamiento, tanto por alusión al comienzo de la presentación, como a través de los deslizamientos que se han apuntado, la absurda incorporación de Gómez a la propiedad de los bienes de Cerro Largo SA.

La teoría del juez y del fiscal de este sumario no es nueva. Es ampliamente conocida, impulsada por medios de prensa y libros periodisticos, pero no se la enfrentaría, probablemente por miedo a represalias, o por temor al acoso y hostigamiento que desencadenarían canallas alejados del derecho a la verdad. Se ha expandido la metodología amenaza de la venganza, en la que descollan  los que no toleran la mirada externa y la pluralidad de ideas en el contexto de la libertad expresión y de opinión, consagradas en la Declaración Universal de Derechos Humanos. 

Esa teoría se la podría recabar también en la confirmación del procesamiento del genocida de la ESMA, Ricardo Cavallo, sentencia de la Cámara Federal de Buenos Aires del 21 de mayo de 2009, en texto cuya copia asimismo se adjunta. El dictamen preconizaría la teoría ahora puesta en relieve, con el agravante que al hacerlo un tribunal de alzada, es decir la segunda instancia que encarna esta Cámara, convalida lo que entienden el juez y el fiscal en primera instancia.

A la lectura de lo decidido por esta Cámara se reitera que de lo único que existirían pruebas en sede judicial es que Gómez habría sido propietario de algunos caballos de carrera, y quizás de un automóvil, todo lo demás sería puro humo. No habría sido dueño del  apartamento de la calle Santa Fé 1713, primer piso, en Buenos Aires, donde se lo secuestrara el 9 de enero de 1977, ni de otro bien inmueble, campo o terreno que se le pudiere adjudicar, en el marco del procedimiento de la  la megacausa ESMA. Ningún documento apócrifo firmado por Gómez en cautiverio habría sido presentado en el expediente que probara coerciones para obligarlo a ceder por escrito contra su voluntad terrenos o tierras, porque no los habría tenido, salvo los mentados caballos de carrera. Todo lo demás sería engañoso. 

Al calor de una campaña mediática y de iniciativas judiciales sin precedentes, potencialmente lanzada en pos de fines que podrían traducirse como herramientas de presión a los tribunales, se buscaría imponer en la opinión pública una construcción ilusoria de los bienes que habrían pertenecido a Gómez. Esa tramposa imagen se ha instalado en los medios de comunicación gracias a la complicidad, conciente o inconciente, por error, omisión o negligencia, de renombrados periodistas, que han escrito numerosos artículos y libros. Se han sumado a la maniobra, por intereses encontrados, celebres abogados de Argentina y España, y habrían asistido técnicamente a la maquinación, que lleva ya varios años infligiendo daños, un par de altos directivos que ensombrecieran el aparato judicial de la Nación, y el virtual superministro sin cartera de los gobiernos de Nestor y Cristina Kirchner. El sulfuroso embajador de un sitio clave en Europa, abastecería de fondos para cubrir los gastos del tráfico de influencias, pagando minutas a mercenarios y viajes dentro del territorio nacional y al extranjero, para intoxicar personalidades, proferir denuncias fabricadas con mentiras y difundir videos distorsionadores, inundando ambientes aledaños a la jurisdicción universal para los imprescriptibles crimenes de lesa humanidad.   

En nombre de Gómez se estaría fomentando un indiciario segundo despojo a Cerutti, Masera Pincolini y Palma. En una jugada tardía e inmotivada por falta de títulos de propiedad que la cimenten, un segundo latrocinio se habría puesto en marcha. Con la complicidad de un grupo selecto de periodistas y abogados,  un fantasma de Gómez se estaría infiltrando en los bienes de otras personas para beneficiarse de los dividendos que podrían derivarse de una condena judicial que lo reconozca como víctima de un desapoderamiento que no habría sufrido, surgiendo como nuevo propietario de bienes, gracias al dibujo a posteriori de los hechos fundadores de tales bienes, en una descomunal operación de ficción que se mantiene incólume. La estrategia que se aplicaría consistiría, al parecer, en propiciar una sentencia judicial que haga de Conrado Gómez una víctima que habría padecido el expolio multimillonario de su inconmensurable fortuna, rapacidad en que incurriera el Estado terrorista (1976-1983), para que luego su hijo Federico conmine al actual Estado democrático, sucesor de aquél, a concederle una indemnización por bienes que jamás le habrían pertenecido a su padre. 

La Cámara Federal de Buenos Aires se habría sumado en la práctica a favorecer estas intenciones. En la resolución fechada el 21 de mayo de 2009 que se acompaña, no aparece ninguna alusión a que Gómez firmara en cautiverio documentación relativa a la sociedad Cerro Largo SA, propietaria de los terrenos en Chacras de Coria que son el meollo del alboroto judicial del que se ocupa el presente monitoreo periodístico. 

A tal efecto, debe tenerse a la vista que en página 25 de esa resolución de la Cámara, se repite cómo se constituyó la sociedad referida, y de qué manera se dio el traspaso de la titularidad a los esbirros de la dictadura, escudados en falsos documentos de identidad, pero no se menciona que Conrado Gómez firmara alguno de esos documentos de traspaso, u otros sobre dicha cesión forzada de bienes. 

En cambio, se mencionan las firmas en los documentos relativos a esta sociedad de Horacio Mario Palma (página 25) y Victorio Cerutti (página 26), los dos secuestrados en días siguientes al secuestro de Gómez. En página 26, se observa explícitamente que el dueño de Cerro Largo SA en fechas de estos secuestros en enero de 1977, y por ende titular entonces de las tierras, era Victorio Cerutti, y que fue a Cerutti a quien los represores de la ESMA lo obligaron a firmar papeles para quitarle la propiedad de Cerro Largo SA, y en consecuencia robarle las tierras en Chacas de Coria.  

Las modalidades de esa expropiación ilícita y forzada en perjuicio unico de Victorio Cerutti, ha sido denunciada públicamente por su nieta, María Josefina Cerutti (hija del extinto Jorge Manuel Cerutti, uno de los cuatro hijos de Victorio Cerutti y su esposa, Josefina Giachino), en dos textos titulados Desechos (marzo de 2006) y La casa de Cerutti. El segundo de esos dos trabajos fue publicado en la revista Correveidile, en Chacras de Coria en 2006, y con otros títulos en el Diario de Milan, Italia, el  27 de julio del 2000, en la revista de Buenos Aires Veintitres (agosto de 2001), y en el diario Los Andes de Mendoza el 7 de octubre de 2001. Esos testimonios circulan por Internet con autorización de la autora, a la que, para más datos, puede contactarse vía su domicilio electrónico mjcerutti@arnet.com.ar, con telefonos en Buenos Aires, 45439127 y 15  54589492. 

¿Sabrán los magistrados de la justicia federal de Buenos Aires intervinientes en la megacausa ESMA que a principios de la decada de los 90 la justicia indemnizó por estas tierras de Chacras de Coria con 11 millones de dólares solamente a Juan Carlos Cerutti, hijo menor del secuestrado y desaparecido Victorio Cerutti, aquél que tenía un poder de Cerro Largo SA destapado con anterioridad, decisión que no habría favorecido a otros descendientes de Victorio Cerutti, quien dejó cuatro hijos y trece nietos? ¿Hubo un pacto para excluir al resto de los herederos? ¿Cuales fueron los argumentos del fallo? ¿Qué papel le cupo al Ministerio Público, garante del respeto de la ley?    

¿Se conoce que poco más tarde, hacia 1995, María Josefina Cerutti y su prima Anna Mónica Ingrid Cerutti demandaron judicialmente al Estado nacional, quejandose por la injusticia de ese pago en beneficio absoluto de uno de sus tios, quien a la postre se habría radicado en Palma de Mallorca, España, acaparando la suculenta reparación pecuniaria? 

Es inquietante que esas diligencias aún no hayan producido sentencia. Preocuparía que ante un procedimiento todavía en tramite, a instancias de dos nietas de un desaparecido por los bienes de su abuelo, se interpretara que la justicia federal de Buenos Aires, diera la impresión de tomar partido indirectamente por el hijo de otro desaparecido en una disputa objetiva sobre los mismos bienes. Sería desgraciado que pudiere llegar a concebirse que se estaría tratando objetivamente de favorecer a uno, en detrimento del resto. ¿Cómo se calificaría un desempeño imparcial y desiqulibrado? ¿Instarían ahora a provocar por cascada una revisión de lo decidido 15 años atras?   

Mientras estas preguntas aguardan las debidas respuestas que deberían proporcionarlas quienes corresponde, en línea con sus responsabilidades individuales, cabría traer a la memoria que el fiscal de esta causa, en su requisitoria del 27 de noviembre de 2005, consignó que las tierras de Chacras de Coria pertenecían a la sociedad Cerro Largo SA, propiedad de Victorio Cerutti. Escribió el fiscal en 2005 que “de acuerdo con los dichos de los testigos y la documentación aportada en la audiencia, luego de la privación de libertad apareció una serie de documentos firmados por Cerutti, cediendo sus propiedades a una sociedad inexistente...”.“...Se fraguó un acta de la asamblea de Cerro Largo S.A., y mediante dos documentos firmados por la víctima, se transfirió el paquete accionario de dicha sociedad a WILRRI S.A., entidad inexistente a través de la cual se produjo el desapoderamiento de todos sus bienes...”. La Camara Federal prescribió, cuatro años después, en el dictamen adjunto, que dichas tierras también habrían pertenecido al padre de Federico Gómez. Entre el 2005 y el 2009, ¿apareció alguna nueva prueba? ¿Donde estaría? El juez de instrucción, en su auto del 10 de marzo de 2010, no la exhibe.

Retornando al escrito de la Cámara Federal de Buenos Aires del 21 de mayo de 2009 que ahora se aprecia, brotan contradicciones. Por cierto, en el párrafo que va del fin de la página 6 al comienzo de la página 7, dice que no fue a Conrado Gómez sino a Victorio Cerutti a quien se arrebató el “patrimonio social que le pertenecía sobre Cerro Largo...”, obviamente sin mencionar a Gómez como titular, parcial o total, de dicho patrimonio.

Se infundiría el convencimiento que con fines que deberían aclararse, funcionarios de justicia, por error, omisión, desidia, abulia, impotencia o cualquier otra debilidad, defecto o intención, habrían ido sembrando o dejando sembrar por terceros a lo ancho de esta causa, señas de una novelesca y descomunal herencia atribuida a Conrado Gómez, un abogado mendocino recientemente afincado en Buenos Aires en el momento de su desaparición, el 9 de enero de 1977, de actividad desconocida en el ramo por las averiguaciones que pueden haberse evacuado consultando obras periodísticas, o contrastando versiones en Mendoza y en Buenos Aires, que hicieren verosímil el fantástico dominio de enormes riquezas 

El dictamen de la Cámara que se reproduce en documento de acompañamiento, confirmaría la instrucción del juez y la posición del fiscal, que defenderían por válidos los reclamos de Federico Gómez, canalizados en declaraciones de autoadjudicaciones de bienes cuya propiedad no se probaría en autos. 

Concretamente, por ejemplo, en página 9, al enumerarse los bienes de Conrado Gómez, la Cámara lo hace transcribiendo la querella de Federico Gómez. No demostrando nada de lo que éste pretendería, la Cámara certificaría, sin divulgar fuentes, ni  exteriorisar lo probado en la instrucción penal, que el dinero en efectivo que tenía Gómez en sus manos cuando lo secuestran, “según el testimonio de diversas fuentes (que no se identifica) ascendía a cientos de miles de dólares, tal vez un millón, entre moneda extranjera y nacional-, papeles, escritos, documentación, expedientes, el aparato de teléfono, máquinas de escribir y sumar, efectos personales, ropa, artículos de tocador, máquina de afeitar, juegos de sábanas y toallas, planchas y hasta el café, el té, y la yerba mate”.  

Por si esto fuera poco, y prosiguiendo en página 9, se incorpora a la enumeración de los hechos la peripecia de un cheque que Conrado Gómez habría firmado en cautiverio el 14 de febrero de 1977, con cargo a una cuenta suya en el National City Bank, pero en la página siguiente se elucida que los captores de Gómez no pudieron debitar ese cheque, y que fue la esposa de Gómez la que finalmente dispuso de los haberes de la cuenta, lo cual se reafirma en página 14, pues la mujer de Gómez admite que “existió un intento truncado de sus secuestradores (los de su marido) por cobrar un cheque de la cuenta que poseía en el National City Bank”. 

Por si todo esto fuera aún insuficiente, volviendo a la página 10 de la resolución de la Cámara, se cita un mensaje escrito por Gómez en la ESMA dirigido a su mujer, donde menciona únicamente como sus bienes a caballos de carrera. Empero, en esa misma página 10, la Cámara intercala luego que Federico Gómez, uno de los hijos del desaparecido, “efectuó (ulteriormente) una clara identificación de los bienes que le fueron sustraídos a su padre, y denunció el despojo de la caja fuerte que contenía, entre otras cosas, la suma aproximada de pesos ciento treinta millones moneda nacional de aquella época (sin explicar cómo se calcula esa cifra y a partir de que fuentes se la articula, y cómo justificaba su padre tener ese dinero, un abogado sin presencia alguna en el fuero de Buenos Aires), el boleto de compra-venta del inmueble de la avenida Santa Fe (no dice si se ofrece copia del documento y que cantidad de dinero había en juego en ese boleto, quién pagó esa plata, a donde fue a parar, y quien era y es dueño hoy de ese inmueble, en todo caso Gómez no lo fue porque los fiscales que preparan los juicios orales de la ESMA, me dijeron en 2008 durante una reunión en sus oficinas de Buenos Aires, ubicadas en la calle 25 de mayo 179, 2° a la izquierda, organizada para examinar mi declaración testimonial recapitulativa en la megacausa ESMA del 25 de abril de 2005, que dicho inmueble no perteneció nunca a Gómez), un reloj de oro macizo marca Rolex, la escritura de un campo de San Juan (no se dan señas sobre la ubicación exacta de ese bien, ¿quien era el propietario?, ni se aporta prueba documental alguna sobre de qué se trata, un bien que después se lo dejaría de lado en el sumario porque el hijo de Gómez habría abandonado continuar reclamandolo, o sea que de haber existido esa documentación debió ser de otra persona), papeles relativos a la sociedad que él había constituido llamada Cerro Largo –propietaria de aproximadamente veintiséis hectáreas de tierra, situadas en la localidad de Chacras de Coria, Lujan de Cuyo, provincia de Mendoza- (no estaría probado que Gomez constituyera esa sociedad, pero resulta claro que no era el dueño de la misma, sino su hijo lo señalaría, lo cual, de haberlo hecho, constituiría un falso testimonio) la documentación relativa a los caballos de carrera de su propiedad; (recién aquí sí dice que era dueño de un bien) el robo del automóvil Ford Fairlane (no se aporta prueba que Gómez fuera propietario de ese vehículo), la colección de libros –aproximadamente setecientos-, así como de todo el mobiliario del estúdio jurídico, que fue saqueado (datos irrelevantes que no solventarían fortuna alguna)”. 

Cabe expurgar que a párrafo seguido, ya en página 11, se introduce lo que podría valorarse como una estafa al derecho a la verdad, equiparando sin pruebas, la situación de Gómez con la de los titulares de Cerro Largo SA ya identificados oportunamente. Se asegura que Federico Gómez, en su querella sobre la desaparición de su padre, “También se referirió que el secuestro de Conrado Gómez estaría íntimamente vinculado a los de Victorio Cerutti, Omar Masera Pincolini y Horacio Palma, dada la cronología de los secuestros y desapariciones de todos los nombrados, y la participación accionaria que todos ellos tenían en la Sociedad Cerro Largo”. Este párrafo haría del secuestro de Conrado Gómez, un rapto supeditado o desprendido del de otras personas, sin prueba alguna. También haría a Conrado Gómez propietario de acciones de Cerro Largo SA, esto último con la sola prueba de una declaración testimonial autocomplaciente de su hijo Federico. 

En página 12 se consolida la estafa al derecho a la verdad, estableciendo un paralelo entre la expropiación ilegal de los bienes de Gómez (caballos de carrera, un automovil, un reloj pulsera, “máquina de afeitar, juegos de sábanas y toallas, planchas y hasta el café, el té, y la yerba mate”, y otros enseres) y los de Victorio Cerutti (tierras por 20 millones de dólares), mezclando personas y bienes como si Gomez habría sido también dueño de las propiedades de Cerutti. 

La Cámara Federal consideraría acreditado, en el comienzo de la página 12, siguiendo al juez y al fiscal, “el modo en que se produjo el desapoderamiento de sus bienes (los de Gómez) mediante extorsión cometida contra el nombrado (Gómez) y también contra otro de los integrantes del grupo económico Cerro Largo S.A.C.I.A., Victorio Cerutti”. El subrayado en negritas esculpiría la continuidad que la resolución judicial daría por sentada entre los bienes de una persona (Gómez) con los de otra (Cerutti) por la casualidad que ambas personas formaran parte de un mismo grupo económico, aseveración desmentida por lo descubierto en este reportaje periodístico, como si fuera igual o equivalente el rol y los intereses legítimos de Gómez en esta historia (quizás abogado de la compañía) con los de Cerutti (dueño del paquete accionario mayoritario de acciones de la empresa, del 49% según las obras testimoniales de su nieta, María Josefina Cerutti), lo cual convertiría consecuente y torticeramente a Gómez en copropietario de las acciones de Cerutti, en realidad una falacia sin parangon.

En página 24 se profundiza la estafa al derecho a la verdad. La Cámara Federal de Buenos Aires dice que se encontraría probado que Conrado Gómez tuvo “vinculación y distintos grados de participación en la sociedad Cerro Largo, habiendo sido despojados de las valiosas tierras de Chacras de Coria, ubicadas en el departamento de Luján de Cuyo, en la provincia de Mendoza, a través de diversos actos espurios perpetrados por la sociedad ilícita investigada en autos” (el grupo de tareas de la ESMA), remitiendo a dichos de personas como Alejandro Martín Tarabelli, José Ignacio Serra, Josefina Miranda, María Victoria Gómez de Erice, entre otros, ya nombrados en el escrito del juez de primera instancia precedentemente tomado en consideración, todos familiares y allegados de Federico Gómez, incluyendo su madre y su primo, a su vez su abogado en Mendoza (Tarabelli), ninguno de ellos detenido durante los hechos, ni sobrevivientes de la ESMA, todos observadores externos de lo sucedido, sin mencionar de qué actos espurios se habla, ni los resultados del chequeo y verificación de tales afirmaciones en registros de órganos del Estado, dichos proferidos por testigos de parte, sin que hayan sido debidamente corroborados, afirmaciones salidas de las gargantas de personas del círculo aúlico de Federico Gómez a quienes no habría alcanzado la represión dictatorial, autores, coautores o colaboradores del gran montaje que desvirtuaría las conclusiones de la megacausa ESMA en lo que atañe a las tierras en Mendoza que fueran apropiadas ilícitamente por el clan del genocida Eduardo Emilio Massera (con dos eses) y sus cómplices civiles, sobre los que, para peor, no se ahonda casi nada, una trama civil que ha quedado impune porque la red mantiene su ingerencia coercitiva y subterranea intacta hasta ahora, desplegando sin limites la influencia punitiva secreta de individuos intocables en la historia reciente de la República Argentina, sobre todo en la provincia de Mendoza. 

Fueron esos complices civiles los que revendieron las tierras de Chacras de Coria, engendrando recursos financieros que alimentaron las arcas del clan Massera, porque ¿de que les servía a los genocidas rapiñar bienes si después no podían transformarlos en dinero? ¿Quienes fueron los vendedores del loteo de esos terrenos? Aliados civiles del poder militar implementaron ese tramo postrero de la “guerra sucia”, pero ni el juez de instrucción, el fiscal y la Cámara Federal osaron seguir esa pista, la pista del dinero, salvo la mención de un escribano mendocino, quien seguiría imperterrito caminando por la calle, eslabón de una cadena que resta por localizar y mandar a la carcel. 

Nada alentaría a colegir que se romperá con el principio observado en las causas emblemáticas de corrupción, en las cuales, cuando la investigación se acerca verdaderamente al núcleo final del delito y se aproxima al centro de gravedad en el que perdura la impunidad, automáticamente y por cualquier razón oportunista se bloquea la pesquisa. Se suelen alegar insolventes motivos, o se desvian los procedimientos a vías muertas, y quedan de facto archivadas las actuaciones, todo bajo el silencio del inútil letargo. 

Hoy por hoy, el resultado de la querella de Federico Gómez habría hecho valer, sin pruebas, abusando de la buena fe o induciendo al error a los medios de comunicación y a la justicia, la amalgama entre la desaparición de su padre, abogado, tal vez consejero legal o quizás con algún mandato de Cerro Largo SA, con la desaparición de la persona que tenía la posición hegemónica en esa sociedad, Victorio Cerutti, accionista determinante e irremplazable para vender él solo la sociedad, o en consonancia con otras dos personas, ciertamente relacionadas con esa empresa en calidad de propietarios minoritarios, Horacio Palma y Omar Raúl Masera Pincolini (esposo de María Beatriz Cerutti, alias Malou, única hija mujer de los cuatro vástagos de Victorio Cerutti y Josefina Giachino, residente en Madrid, España, cuyo correo electrónico que se puede rastrear en Internet es malou@inves.es). 

Sería conveniente aclarar que Cerutti, Palma y Masera Pincolini fueron secuestrados y desaparecidos en la ESMA con posterioridad al rapto de Conrado Gómez, en fechas cercanas, pero en lugares y contextos disimiles. Inusitadamente esa mezcolanza entre Gómez y los que caen después que él, produciría el resultado que alguien que pudo haber sido letrado de una empresa se transfiguraría gratuitamente en copropietario de las acciones de esa empresa, por la simple concomitancia o sucesión de desapariciones de personas en un campo de concentración de la dictadura, al que se acusa de 5000 desapariciones, en un caos de torturas, sangre y muerte, que recién empieza a juzgarse.  

Es menester razonar que estos acontecimientos habrían sido posibles bajo una coyuntura de descuartizamiento de la megacausa ESMA, en virtud de su fraccionamiento en múltiples sumarios distintos. Se habrían tomando decisiones en cadena sobre los mismos hechos pero en causas separadas, situación judicial imposible de ser comprendida por la opinión pública, la que ha sido sumida en la más completa confusión. 

Actualmente es infinitamente difícil hacer un seguimiento de los diferentes casos que integrarían esos sumarios parciales sobre un mismo centro clandestino de detención, desordenes que habrían gestado una situación fértil para que se incurran en los presuntos y eventuales delitos que aquí se trasmiten por intermedio de esta indagación periodística, hechos que habrían sido incitados o que se beneficiarían del amparo que les procuraría la querella de Federico Gómez, quien buscaría por intermedio de deducciones alambicadas, arrancar una sentencia que le sea favorable a sus elucubraciones, para otorgarle credibilidad a sus inventos sobre los inexistentes bienes que desearía colgarle postmorten a su padre, para, sin transición, servirse de esa sentencia y apuntalar la conquista de bienes ajenos. 

Todo apuntaría a que, como se ha dicho, por conducto de una causa judicial penal se le estarían reconociendo derechos de propiedad a quien no los tuvo nunca. Sin embargo, nada de lo expuesto en esta cronica escencialmente motivada por el derecho a la verdad, exculpa a la horda de torturadores y asesinos de las Fuerzas Armadas y de seguridad que reprimieran desde y en la ESMA, y que son responsables de las desapariciones del conjunto de personas enumeradas en los escritos judiciales que se comentan en esta narración periodística, y de miles de otros, masacrados todos junto a sus bienes materiales y espirituales. Eso no está en discusión. 

Lo que ahora se pone en relive es otra cosa. Es que si Federico Gómez consiguiera una sentencia judicial que lo instaure como derechohabiente de uno de los propietarios de las tierras de Chacras de Coria expoliadas por los esbirros de la ESMA, estaría en posición de litigar el “error judicial” de lo que se habría resuelto hace 15 años, para acaso agenciar un pedazo de la indemnización de 11 millones de dólares cobrada, justa o injustamente, exclusivamente por Juan Carlos Cerutti. Y Gómez podría, por efecto bola de nieve, reivindicar en tribunales una compensación. Incluso dispondría de otra opción, que sería la de presentar lisa y llanamente, de forma autonoma, una querella al Estado nacional para ser resarcido por un robo de bienes del que jamas su padre habría sido dueño. 

En cualquier variante, es inimaginable asimilar que los magistrados convocados a pronunciarse sobre esos bienes en la megacausa ESMA, se presten voluntaria o inconcientemente a jugar algun papel en un pleito entre hijos de desaparecidos, que debería solucionarse independientemente de los juicios por violaciones sistemáticas y masivas de los derechos humanos que signaran el terrorismo de Estado. Indefectiblemente, las arcas del Tesoro de la República Argentina, no deberían liquidar un solo peso bajo inciertos seudopretextos que desnaturalizan el derecho a la verdad.       

Juan Gaspari, periodista que firma como Juan Gasparini (http://es.wikipedia.org/wiki/Juan_Gasparini), sobreviviente de la ESMA y testigo de cargo en la megacausa ESMA, Ginebra, Suiza (www.juangasparini.com).      

